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Vista la solicitud que motiva al presente auto y teniendo en cuenta que a pesar 

que el presente proceso se encuentra actualmente surtiendo recurso de 

apelación, este despacho conserva la competencia para resolver las peticiones 

como las elevadas en razón del tipo del efecto en el que fue conferido la 

respectiva apelación a la sentencia (artículo 323 C.G.P). 

 

Sobre el embargo decretado, destaca esta judicial que es profusa la 

jurisprudencia de altas cortes en indicar que la  inembargabilidad es más un 

principio que una regla, sin que sea absoluto, pues tiene excepciones como se 

pasa a exponer. 

 

Entre la jurisprudencia a  la que se hace referencia, es importante citar entre 

muchas otras, la sentencia del Tribunal de Cierre Civil, en el radicado 

STC14705-2019 M.P LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA en la que después 

de hacer un gran compendio jurisprudencial sobre el tema esbozó: 

 

‘‘ los recursos del Sistema General de Participaciones destinados de 

manera específica para la salud no pueden ser, en principio, objeto de 

medidas cautelares; empero, se insiste, de presentarse las excepciones 

jurisprudenciales reseñadas, es preciso efectuar su análisis para 

establecer la viabilidad de cautelar tales rubros.  

 

Por tanto, corresponde estudiar cada caso en particular para determinar 

la embargabilidad de los recursos con destinación específica, los cuales 

son objeto del Sistema General de Participaciones.  

 

Revisada la primera excepción, concerniente a cancelar las obligaciones 

laborales del Estado, determinadas en sentencia, se encuentra que la 

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/relatorias/tutelas/B%20DIC2019/STC14705-2019.doc


misma se contempló en el artículo 21 del Decreto 028 de 2008, empero 

limitándose el reconocimiento de dichas deudas con ingresos corrientes 

de libre destinación de la entidad territorial; no obstante, la Corte 

Constitucional en la sentencia C-1154 de 2008, declaró exequible ese 

canon de manera condicionada, en el entendido de que si el pago de esas 

acreencias no podía hacerse con aquél rubro por resultar insuficiente, 

era dable acudir a los recursos con destinación específica.  

 

En lo atinente a la segunda excepción, relativa a sufragar las condenas 

impuestas frente al Estado en fallos judiciales, se observa que desde la 

expedición del Decreto 111 de 1996 -Estatuto Orgánico del Presupuesto-

, se estableció la necesidad de adoptar “(…) medidas conducentes al pago 

de las sentencias en contra de los órganos (…)” estatales; norma 

declarada exequible condicionadamente por la sentencia C-354 de 1997, 

donde, entre otras cuestiones, se dio paso a una tercera excepción, luego 

reconocida en la sentencia C-402 de 1997, permitiéndose el recaudo no 

sólo de las mencionadas providencias, sino de los “títulos legalmente 

válidos” a cargo del Estado.  

 

Para el cobro de esas dos últimas obligaciones, esa Corte, en ambos fallos 

de constitucionalidad, estableció la posibilidad de ejecutar a la Nación 

“(…) con embargo de recursos del presupuesto -en primer lugar los 

destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se trate de esta 

clase de títulos- y sobre los bienes de las entidades u órganos respectivos 

(…)”.  

 

Ahora, no hay duda de la viabilidad de cubrir las acreencias reseñadas 

con dineros provenientes del Sistema General de Participaciones, esto es, 

con destinación específica.  

 

Ciertamente, para las deudas laborales ello fue determinado 

expresamente por la Corte Constitucional en la anotada sentencia C-

1154 de 2008, posibilidad igualmente avalada para atender las 

obligaciones derivadas de fallos judiciales y títulos; empero, únicamente, 

cuando aquéllos tienen “(…) como fuente alguna de las actividades a las 

cuales estaban destinados dichos recursos (educación, salud, agua 

potable y saneamiento básico) (…)” , lo cual significa que esas acreencias 

deben estar relacionadas con la prestación de alguno de esos servicios, 

porque de lo contrario, no podrían usarse los dineros dirigidos a tales 

actividades para sufragarlas.  

 



En la sentencia C-793 de 2002, respecto de la temática descrita, se 

explicitó:  

 

“(…) [C]omo ya lo ha resaltado la jurisprudencia de esta Corporación, 

particularmente en los alcances del principio de inembargabilidad dados 

a partir de la sentencia C-354 de 1997, los cuales fueron reiterados en la 

sentencia C-402 del mismo año, la embargabilidad de las rentas y 

recursos presupuestales provenientes de las participaciones es 

procedente cuando se trata de sentencias que han condenado a entidades 

territoriales y cuando hayan transcurrido más de dieciocho (18) meses 

contados a partir de la ejecutoria de la providencia (artículo 177 del 

C.C.A.). Lo propio puede decirse de actos administrativos que reconozcan 

una obligación de la respectiva entidad y que presten mérito ejecutivo, 

siempre que haya transcurrido el lapso indicado. En la excepción quedan 

incluidas las obligaciones contraídas por la entidad territorial en 

materia laboral, tal como se ha señalado, de manera uniforme, desde la 

sentencia C-546 de 1992 (…)”.  

 

“Ahora bien, considera la Corte que las excepciones al principio de 

inembargabilidad de los recursos a que alude el artículo 18 de la Ley 715 

sólo proceden frente a obligaciones que tengan como fuente las 

actividades señaladas en el artículo 15 de la Ley 715. El legislador ha 

dispuesto, en ejercicio de su libertad de configuración en materia 

económica, que los recursos del Sistema General de Participaciones para 

el sector educación se apliquen sólo a tales actividades. Por lo tanto, el 

pago de obligaciones provenientes de otros servicios, sectores o 

actividades a cargo de las entidades territoriales no podrá efectuarse con 

cargo a los recursos del sector educación. De lo contrario se afectaría 

indebidamente la configuración constitucional del derecho a las 

participaciones establecido en el artículo 287 numeral 4 y regulado por 

los artículos 356 y 357 de la Carta, que privilegian al servicio de salud y 

los servicios de educación preescolar, primaria, secundaria y media, 

sobre otros servicios y funciones a cargo del Estado (…)”.  

 

“(…) De acuerdo con las precedentes consideraciones, se declarará la 

exequibilidad del aparte demandado del artículo 18 de la Ley 715, bajo 

el entendido que los créditos a cargo de las entidades territoriales por 

actividades propias del sector educación (L. 715, art. 15), bien sea que 

consten en sentencias o en otros títulos legalmente válidos, deben ser 

pagados mediante el procedimiento que señale la ley y que transcurrido 

el término para que ellos sean exigibles, es posible adelantar ejecución, 



con embargo de recursos del presupuesto -en primer lugar los destinados 

al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se trate de esta clase de 

títulos, y, si ellos no fueren suficientes, sobre los recursos de la 

participación para educación del Sistema General de Participaciones- 

(…)” (subraya fuera de texto).  

 

Las consideraciones transcritas hacen referencia a los dineros destinados 

a educación; no obstante, la Corte Constitucional extendió el criterio 

comentado a los demás sectores, tal como se extrae de la sentencia C-566 

de 2003, donde expuso:  

 

“(…) Cabe hacer énfasis en que dicho criterio -fijado en la sentencia C-

793 de 2002 solamente respecto de los recursos para educación del 

sistema general de participaciones- debe extenderse en el presente caso 

a los demás recursos de dicho sistema, con la única salvedad (…) de los 

recursos que pueden destinar libremente los municipios de las categorías 

4, 5 y 6 cuando estos no se destinen a financiar la infraestructura en agua 

potable y saneamiento básico (…)”.  

 

“En este sentido, de la misma manera que en el caso de la participación 

en educación, ha de entenderse que las excepciones al principio de 

inembargabilidad que pueden predicarse, en aplicación de los criterios 

jurisprudenciales atrás citados, respecto de los recursos de las 

participaciones en salud y propósito general, solo proceden frente a 

obligaciones que tengan como fuente las actividades que la Ley 715 de 

2001 fija como destino de dichas participaciones(…)”.  

 

“Téngase en cuenta en efecto que el artículo 91 acusado hace parte de las 

disposiciones comunes aplicables al sistema general de participaciones 

(título V de la Ley 715 de 2001), es decir a las participaciones en 

educación, salud y propósito general y que es en relación con todas ellas 

que los mandatos constitucionales arriba enunciados deben aplicarse”.  

 

“Téngase en cuenta así mismo, que contrariaría el mandato 

constitucional de destinación de las participaciones aludidas (arts. 356 y 

357 C.P.) el que pudiera entenderse que se puedan afectar en esas 

circunstancias los recursos de las participaciones para educación y salud, 

así como de propósito general que tienen fijadas por la Constitución y la 

ley precisas destinaciones (…)”.  

 



“Así las cosas, la Corte declarará la exequibilidad de la expresión ‘estos 

recursos no pueden ser sujetos de embargo’ contenida en el primer inciso 

del artículo 91 de Ley 715 de 2001, en el entendido que los créditos a 

cargo de las entidades territoriales por actividades propias de cada uno 

de los sectores a los que se destinan los recursos del sistema general de 

participaciones (educativo, salud y propósito general), bien sea que 

consten en sentencias o en otros títulos legalmente válidos que 

contengan una obligación clara, expresa y actualmente exigible que 

emane del mismo título, deben ser pagados mediante el procedimiento 

que señale la ley y que transcurrido el término para que ellos sean 

exigibles, es posible adelantar ejecución, con embargo, en primer lugar, 

de los recursos del presupuesto destinados al pago de sentencias o 

conciliaciones, cuando se trate de esa clase de títulos, y, si ellos no fueren 

suficientes, de los recursos de la participación respectiva, sin que puedan 

verse comprometidos los recursos de las demás participaciones(…)”». 

 

Dado entonces la legalidad y procedencia de la embargabilidad de los 

recursos del Sistema General de Seguridad Social que administra la 

entidad demandada, como quiera que funge en el presente como entidad 

aseguradora y lo pretendido es el pago de una suma de dinero que obra en 

sentencia judicial, se acota que la parte accionada puede hacer uso de la 

prerrogativa procesal del canon 602, esto es la caución   respecto del saldo 

que fuera liquidado1 y por la cual se ordenó seguir adelante la ejecución a 

través de sentencia de fecha 18 de marzo de 2021. 

 

NOTIFÍQUESE 

      
VALENTINA JARAMILLO MARIN 

JUEZA 

 
 

 

 

 

 

                                                           
1 Pero aumentada en un cincuenta por ciento (50%) según el mismo artículo 602 del C.G.P.  
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La providencia  anterior se notifica en el Estado  

No. 074    del  06/05/2021  

      SANDRA MILENA GUTIERREZ VARGAS 

Secretaria 
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